I. VALORACION GENERAL

Eliseo Aja

Desde el punto de vista del Estado autonémico, 1997 puede calificarse como
un afio tranquilo, de normalidad, entendida en sentido positivo. Ha existido
estabilidad en el Gobierno central y en la inmensa mayoria de los autonémicos;
las tinicas elecciones realizadas, en Galicia, se desarrollaron con toda regularidad,
e incluso previsibilidad; han continuado los traspasos de servicios; el Estado y las
CCAA han tenido una actividad legislativa mis que notable, y, en general, se ha
continuado avanzando de forma constante y bastante coherente hacia la culmi-
nacién de la estructura autonémica iniciada hace casi veinte afios.

- Entre los aspectos mds sobresalientes aparece la continuacién de la reforma
de los Estatutos de Autonomia de las CCAA que accedieron por la via del 143,
la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la supletoriedad y la aplicacién
de la reforma de la financiacién, con resultados lejanos de todos los presagios
extremistas del afio pasado, asi como el acuerdo sobre la financiacién de la sani-
dad y la aprobacién del Concierto econémico y del Cupo para el Pais Vasco y el
Convenio econémico para Navarra. También puede destacarse, aunque es resul-
tado de varios afios y no sélo del presente, el progreso en la participacién de las
CCAA en la Unién Europea, y quizis, en el extremo opuesto, la ausencia de
propuestas claras en la reforma constitucional del Senado, después de varios afios
de haber adoptado la decisién de reforma.

Reformas de los Estatutos de Autonomia

La reforma del Estatuto de Castilla-La Mancha, después de su elaboracién por
unanimidad a fines de 1996 en las Cortes catellano-manchegas, fue aprobada tam-
bién por unanimidad en las Cortes Generales, el 3 de julio, tras una rdpida tra-
mitacion.

Las principales modificaciones son de caricter institucional. Se elimina la
prohibicién de retribucién fija a los parlamentarios, asi como la restriccién a cua-
tro meses del periodo ordinario de sesiones. También se suprime la limitacién del
Gobierno a diez miembros como méximo y la exigencia de que los Vicepresi-
dentes sean parlamentarios. Se incrementa el nimero posible de parlamentarios
(antes, entre 40 y 50 y ahora entre 47 y 59) y se hace coincidir el nombramiento de
los senadores autonémicos con la eleccién de la Asamblea de la CA. Pero lo mis
relevante es la atribucién al Presidente de la facultad de disolucién de las Cortes,
con limitaciones semejantes a las existentes en otras CCAA, principalmente
reduciendo el periodo de la nueva Cimara al resto de los cuatro afios de la legis-
latura normal.
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El nuevo Estatuto contiene también algunos aumentos de competencias res-
pecto al anterior, especialmente en nuevas exclusivas y ejecutivas, y se prevé la
adscripcién a la Junta de una unidad del Cuerpo Nacional de Policia, para la vigi-
lancia y proteccién de los edificios e instalaciones autonémicas, mediante conve-
nio con el Estado.

En una linea semejante, la Asamblea de Murcia elaboré la reforma de su
Estatuto, que se encuentra en trimite de aprobacién por el Senado. En su discu-
sién ante el Congreso de los Diputados se aprobaron algunas enmiendas, acor-
dadas implicitamente por el PP y el PSOE, a competencias que aparecian como
exclusivas en el proyecto, que pueden ser razonables desde los criterios del blo-
que de constitucionalidad, pero han causado disgusto en Murcia, donde no se
entiende por qué no se comentaron antes con los correspondientes Grupos par-
lamentarios autonémicos. Este tipo de «desautorizacién» merma el prestigio de
los parlamentarios y genera frustracién en la CA.

También se ha aprobado la reforma del Estatuto de Madrid en la Asamblea
de la CA, por unanimidad, y la proposicién de reforma se encuentra actualmen-
te en las Cortes para su tramitacién. Se mueve en unas lineas muy semejantes a
las anteriores, con cierto reforzamiento de la posicién de la Asamblea, pero
resulta ain més destacable el cambio que supone la reforma estatutaria en si
misma, en cuanto elimina todas las restricciones anteriores y consolida el caric-
ter de la autonomia en la Comunidad de Madrid.

En varias CCAA mis (Asturias, Castilla y Le6n, Cantabria, Islas Baleares, La
Rioja, etc) la reforma del Estatuto se esti discutiendo en los respectivos
Parlamentos autonémicos, generalmente con la misma orientacién que las men-
cionadas, aunque en algunos casos tardarin un afio o mis en su culminacién. El
significado principal de todas las reformas esta en la supresién de las limitacio-
nes que tenia el Parlamento por efecto de los Pactos autonémicos de 1981 (entre
otras, prohibicién de remuneracién fija y midximo de dos meses de reuniones en
los periodos ordinarios) y reconocimiento al Presidente de la facultad de disolu-
cién parlamentaria, con precauciones para evitar su abuso y garantizando la cele-
bracién de las elecciones en la misma fecha, cada cuatro afios.

También se reordenan las competencias, en general mejorando su sistematica,
que dibuja estatutariamente las grandes categorias que ya se derivan de la doc-
trina constitucional: exclusivas, a veces diferenciando las exclusivas econémicas
(dentro de la ordenacién general de la economia), concurrentes (leyes de bases y
leyes de desarrollo) y compartidas (legislacién-ejecucién). Sin embargo, en oca-
siones se fuerzan los titulos competenciales para dar la impresién de que se
aumentan las competencias, por ejemplo, extendiendo la calificacién de exclusi-
vas a competencias que tienen otra naturaleza, o dividiendo un titulo competen-
cial en varios 4mbitos materiales distintos. Desde el punto de vista técnico, esta
operacién comporta el peligro de que algunos cambios de calificacién compe-
tencial produzcan en el futuro disfunciones.
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Elecciones en Galicia

El domingo 19 de Octubre de 1997 se celebraron las quintas elecciones auto-
ndémicas en Galicia, para elegir a los 75 diputados que componen el Parlamen-
to. Eran las primeras elecciones que se celebraban después del acceso del
Partido Popular al gobierno central, lo que suponfa un primer test para el PP
como partido de gobierno. Pero también constitufan una prueba de la capacidad
de los partidos estatales para continuar estructurando y.determinando el proce-
so politico en Galicia; o dicho de otra manera, eran un referente sobre el auge de
opciones de los partidos nacionalistas-regionalistas. La politica de CiU, PNV y
CC en su relacién de apoyo al gobierno central ha creado una expectativa de
valor afiadido a estas formaciones, y también esta opcién estaba presente en las
elecciones gallegas.

Por otra parte, el Partido Socialista de Galicia (PSdG), Esquerda Unida-
Esquerda Gafega (EU-EG) y Os Verdes(OV) se presentaban conjuntamente en
unas elecciones de tipo legislativo, por primera vez en Espaiia, y los problemas
y conflictos de la gestacion de la coalicidn y sus expectativas de evolucién se con-
virtieron en foco de interés dentro y fuera de Galicia. Finalmente el BNG,
impulsado por su lider tradicional, Xosé Manuel Beiras, continué su camino de
moderacién en sus planteamientos nacionalistas y de izquierdas.

Los aspectos més destacados de los resultados fueron claros. En primer lugar,
una rotunda victoria del PP, que mantuvo su elevado nivel de implantacién y
renovd su mayoria absoluta. En segundo lugar, un nuevo e importante avance del
BNG que se convierte en la segunda fuerza gallega. Y en tercer lugar, el fracaso
de la coalicién PSdG/EG/OV, que no alcanza ni el ya bajo nivel de votos del
PSdG en 1993, y quedan relegada al tercer lugar, por primera vez desde el inicio
de la autonomia gallega. El nivel de participacién fue del 62,5% de los electores,
un poco mis bajo que en 1993, pero en los niveles de abstencionismo moderado
respecto a la media espafiola.

El PP (51,93%) supera por unas pocas centésimas el ya elevado nivel de 1993
distanciando en 26 puntos al segundo partido. Tanto en porcentaje como en nii-
mero absoluto de votos marca el nivel mis alto alcanzado por un partido en Ga-
licia desde 1977, con un amplio predominio en todas las circunscripciones. En
conjunto, estos resultados expresan la aprobacién mayoritaria de la gestién de
gobierno del PP gallego y ratifican la confianza en la figura de Manuel Fraga
como Presidente. El PP renueva cémodamente la mayoria absoluta con 42 esca-
fios (sobre 75), aunque pierde 1 diputado respecto a la legislatura anterior.

Como ya sucediera en 1993, el otro gran triunfador de estas elecciones, y la
tinica fuerza que experimenta una mejora en su correlacién de fuerzas, es el
BNG, que con su avance alcanza ya en estas elecciones el 25% de los votos.
Su imagen de organizacién menos burocratizada, de liderazgo no convencional,
de definicién exclusivamente galleguista, constituyeron seguramente factores de
atraccién de electorados diversos hacia el BNG

La coalicién PSAG/EG/OV (19,4%) queda por debajo de las expectativas y
los socialistas obtienen el peor resultado desde 1981, seguramente por falta de
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una propuesta politica coherente y madura. La novedad en la Cdmara gallega se
produce por la inversién de posiciones entre el BNG (pasa de 13 a 18 escafios) y
el PSAG (pasa de 19 a 15). Ademds, de estos 15 diputados de la coalicién 2 corres-
ponden a miembros de EG, que ve asi cumplido su objetivo de conseguir repre-
sentacién parlamentaria.

Con esta configuracién de la Cimara, se organiza dias después un gobierno
monocolor del PP, presidido nuevamente por Manuel Fraga, cuya estabilidad
politica, en principio, estd asegurada.

Leyes y reglamentos del Estado

Durante 1997 la actividad legislativa se ha mantenido en el alto nivel de fina-
les del afio anterior. Desde el punto de vista autonémico destaca la LOFAGE y
la Ley reguladora de la Conferencia para asuntos comunitarios, asi como algu-
nos textos que presentan singularidades competenciales, en particular la ley de
Puertos, la de inspeccién de trabajo y seguridad social y la ley sobre retransmi-
siones deportivas. Aunque afecte a CCAA en singular, tienen importancia la Ley
Orgénica -de Transferencia de competencias a la Generalidad de Cataluiia en
materia de Tréifico y las leyes de modificacién del Concierto y de determinacién
del Cupo para el Pais Vasco. La ley que aprueba el Convenio econémico de Na-
varra se encuentra en tramitacién en las Cortes, aunque el acuerdo fue alcanza-
do también a mediados de afio. '

La Ley 6/1997 de Organizacién y Funcionamiento de la Administracién
General del Estado (LOFAGE), analizada ahora sélo desde el punto de vista
autonémico, constituye una reforma importante de la Administracién central
para adecuar su organizacidn periférica a los cambios producidos durante todos
estos afios por los traspasos de competencias a las CCAA. El sistema autonémi-
co esté evolucionando claramente hacia el predominio de las CCAA en las fun-
ciones ejecutivas, con una fuerte disminucién de la administracién periférica del
Estado y légicamente la administracién estatal debe cambiar sus funciones y su
estructura; gesde este punto de vista, la LOFAGE supone una racionalizacién de
la administracién periférica del Estado.

Sus rasgos principales son la potenciacién de la figura del Delegado del
Gobierno en cada CA (con la supresién altamente simbélica del Gobernador
Civil), encargado de la direccién de la administracién periférica y de la coordi-
nacién de la administracién central con la autonémica y local. Como muestra de
su fortalecimiento destaca su facultad de nombramiento de los Subdelegados y la
integracién de los servicios de la administracién periférica, aunque progresiva-
mente, y sin incluirlos a todos.

El aumento de poder del Delegado del Gobierno en las CCAA se ha comen-
zado a notar ya (un poco menos en las uniprovinciales), asi como el desarrollo
de su dimensién politica, mientras las relaciones administrativas parecen reser-
vadas para los Subdelegados. En algunos casos, especialmente cuando el Dele-
gado no coincide con la orientacién politica del Gobierno de la CA, esto puede
crear problemas de relacién con las CCAA y los Ayuntamientos, pero habrd
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que esperar al asentamiento de la nueva figura para formular un juicio mis
seguro.

La Ley Organica 6/1997 transfiere a la Generalidad de Cataluiia las funciones
ejecutivas en la materia de policia de trifico y circulacién de vehiculos a motor
para dotar a la policia autonémica del conjunto de materias ligadas tradicional-
mente a la seguridad ciudadana. Se prevé una graduacién en la implantacién de
la policia de trifico, que culminari el afio 2000, y debe concretarse a través del
acuerdo de la Comisién Mixta de Transferencias. Aparte del contenido, impor-
tante tanto desde el punto de vista competencial como del simbélico, una nota
llama la atencién en cuanto se trata de una ley orgdnica de transferencias del
art. 150.2 de la Constitucién. Es la primera ocasién en que la transferencia se rea-
liza para diferenciar la competencia de una Comunidad Auténoma, porque
mientras todas las demis leyes del 150.2 CE (LOTRAVA Y LOTRACA,
Transportes, etc.), se utilizaron para homogeneizar niveles competenciales ésta
singulariza la competencia de Catalufia, aunque también hay que decir que
la misma correspondia ya al Pais Vasco y a Navarra.

Varias leyes del Estado, dictadas en ejercicio inequivoco de sus competencias,
requieren la intervencién de las CCAA en una forma imprevista en el bloque de
constitucionalidad. Al sefialarlo, no nos preocupa tanto la concreta regulacién
material de cada una de las leyes, como su posible separacién respecto a los cri-
terios contenidos en la Constitucién y los Estatutos de Autonomia.

La ley 42/1997, ordenadora de la Inspeccién de Trabajo y Seguridad Social
determina que los Cuerpos funcionariales, de habilitacién nacional, encargados
de la inspeccién, tendrin una doble dependencia funcional, segin ejerciten
competencias autonémicas o estatales. Para realizar la coordinacién se crea la Con-
ferencia Sectorial de Asuntos Laborales y se prevé la creacién de Comisiones
territoriales, mixtas, en cada CA. Sin ignorar que se trata de una continuacién res-
pecto a la estructura actual, no deja de llamar la atencién que la inspeccién man-
tenga una estructura administrativa distinta a la prevista por el bloque de consti-
tucionalidad en esta materia. Porque si éste funcionamiento indeferenciado de la
Inspeccién de Trabajo resulta mis eficaz que la distribucién que se deriva de
la Constitucién y de los Estatutos, quizis debiera plantearse, tras tantos afios, la
reforma de la Constitucién y de los Estatutos, o cuando menos la utilizacién de
los mecanismos previstos para la flexibilizacién de las competencias o parala co-
laboracién, si ésta fuera la razén de su regulacién.

También la Ley 62/1997, modificadora de la Ley de Puertos de 1992, contie-
ne un regulacién curiosa desde el punto de vista competencial, al atribuir a las
CCAA la designacién de las autoridades portuarias en los puertos de interés
general, que son competencia del Estado. Sin modificar la calificacién de los
puertos, ni utilizar los instrumentos de flexibilizacién competencial (como la ley
orginica de transferencias), la ley realiza un cambio implicito de competencias,
al margen de la mayor o menor bondad de la solucién material. Esta especie de
transferencia encubierta del Estado a las CCAA realizada por una ley ordinaria
no sélo supone un precedente delicado desde el punto de vista técnico, que debi-
lita el bloque de constitucionalidad, sino que abre la puerta a que se realicen
otros en el futuro, en la misma direccién o en la contraria.
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La Ley 4/1997, de videovigilancia, que se ampara en la competencia exclusi-
va del Estado sobre seguridad piiblica, dispone en su Adicional Primera que las
CCAA con competencias en materia de policia podrin regular y autorizar la uti-
lizacién de videocimaras por sus policias y las dependientes de las Corpo-
raciones locales. De acuerdo con la Ley Orgénica, las CCAA podrin determinar
el procedimiento de autorizacién interna, la forma de custodiar las grabaciones,
la responsabilidad de su destino y las respuestas a las peticiones de acceso y can-
celacién, asi como la composicién y funcionamiento de la Comisién que con-
trolari la realizacién del videocontrol.

La Ley 21/1997 reguladora de las retransmisiones deportivas, aparte de otros
problemas de seguridad juridica, se configura como legislacién bisica, sin prever
el desarrollo legislativo de las CCAA, sino sélo la adopcién de ciertas decisiones
respecto a los acontecimientos deportivos que se produzcan en el territorio de su
CA, con algunas previsiones también sobre la lengua en que seran retransmitidos.

La normativa reglamentaria aprobada por el Gobierno central muestra un
rigor notable en el tratamiento competencial, como se viene observando en los
ultimos afios, haciendo constar en el articulado el titulo competencial que legiti-
ma la intervencién estatal y respetando los requisitos formales que requieren los
reglamentos bisicos. También se mantiene un alto grado de consulta con los Go-
biernos autonémicos en la fase de elaboracién de los reglamentos, aunque haya
aparecido alguna polémica, como la suscitada por el «decreto de Humanidades».

La Unién Europea y, en particular, la participacién de las CCAA en las
Comunidades Europeas

Aunque sélo algunas decisiones de los 6rganos comunitarios tengan repercu-
sién directa en las CCAA, y por lo mismo nos centraremos mis en ellos, no
puede dejar de mencionarse la importancia del Consejo Europeo de Amsterdam,
celebrado en junio, que culminé las negociaciones de la Conferencia Intergu-
bernamental con una modificacién de los Tratados que supone ciertos avances en
materia de ciudadania, la consolidacién del principio de subsidiariedad, un incre-
mento en la proteccién del medio ambiente y de los consumidores, la incorpo-
racién de los acuerdos de Schengen al sistema comunitario y mejoras en la poli-
tica social y de empleo, aunque se quedara lejos de las expectativas en la reforma
institucional de la Unién, en la perspectiva de su ampliacién.

La presién del Primer Ministro francés condujo al Consejo Europeo, que
habia previsto centrarse en la introduccién de la moneda tnica, a extenderse en
el estudio de las politicas sobre el empleo, propiciando la aprobacién de una
resolucién sobre el crecimiento y el empleo que sitda al dltimo como objetivo
prioritario. Este impulso supuso, ademis, la realizacién de una Cumbre extraor-
dinaria sobre el empleo, donde se acordé una nueva estrategia para la politica euro-
pea sobre el empleo, aunque la delegacién espafiola obtuvo la ampliacién del
plazo de cinco afios para cumplir el compromiso asumido por los demis Estados
de introducir las lineas directrices sobre contratos en relacién con el paro juve-
- nil y de larga duracién.
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Alguna de las politicas de la Agenda 2000 ha comenzado a ser implantada por
las CCAA, como en el caso de Madrid, donde se ha creado la Comisién de
Coordinacién para la introduccién de la moneda tinica, y de la Comunidad Va-
lenciana, que ha creado una Comisién especial para la implantacién del euro.
Mis en general, Murcia ha previsto una Comision de Coordinacién de asuntos
relacionados con la Unién Europea. Por otra parte, en ciertos dmbitos como el
medio ambiente, se observa que la actividad normativa de las CCAA se entron-
ca directamente con las disposiciones comunitarias.

Pero el aspecto mis sobresaliente de la relacién entre la Unién Europea y las
CCAA durante este afio ha sido sin duda la aprobacién de la ley que regula la
Conferencia para asuntos comunitarios. La «Conferencia para Asuntos
Relacionados con las Comunidades Europeas» viene funcionando desde hace
casi diez afios con suficiente eficacia para haberse distanciado del resto de las
Conferencias Sectoriales, y habia alcanzado en 1994 un Acuerdo institucional
muy importante sobrela participacién de las CCAA en la formacién de la volun-
tad del Estado como parte de la Unién Europea, es de decir, en la llamada fase
ascendente del Derecho Comunitario. La regulacién por ley en 1997 no sélo
simboliza y refuerza su funcién de precisar los intereses de las CCAA en las
materias sobre las que Espafia debe tomar posicién en el seno de las institucio-
nes comunitarias, sino que la convierte en centro de las Conferencias Sectoriales,
otorgindole posibilidades de impulso y coordinacién de aquellas en las materias
comunitarias. ‘

La aprobacién de su Reglamento interno, en junio de 1997, refuerza esta fun-
cién de impulso y coordinacién, concretando las actividades de seguimiento de
las demds Conferencias, en cuanto a su participacién comunitaria, de informa-
cién y asistencia técnica a las mismas, y de avocacién de los problemas que no
puedan ser abordados en otras instancias. Todo ello se refuerza con el reconoci-
miento de la Comisién de Coordinadores, como érgano de segundo nivel de la
Conferencia, elemento organizativo que resulta esencial para el buen funciona-
miento de este tipo de instancias.

Ademis, un Acuerdo sobre la presencia de representantes autonémicos en los
comités Consultivos de la Comisién Europea, y otras mejoras en la coordinacién
entre el Estado y las CCAA (Tribunal de Justicia, Oficinas autonémicas en
Bruselas), mis la creacién el afio pasado del Consejero para Asuntos autonémi-
cos en la Representacién Permanente, dan buenas perspectivas a la participacién
de las CCAA en los asuntos comunitarios.

Sin embargo, en la Conferencia de Asuntos Comunitarios, y mis en general,
en las relaciones exteriores de las CCAA se observan diferencias entre el MAP y
el Ministerio de Asuntos Exteriores, que aparece como menos colaborador.
Algunas CCAA se han quejado de haber obtenido poca informacién sobre la
cumbre de Amsterdam, y en especial, el Gobierno vasco dirigié una declaracién a
su Parlamento muy critica por la negativa de Espafia a ratificar la Declaracién
anexa al Tratado que firmaron Alemania, Austria y Bélgica para que el principio
de subsidiariedad se extienda a las entidades territoriales con competencias legis-
lativas.
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Por otra parte, 1997 ha sido el tltimo afio del primer mandato del Comité de
las Regiones, lo que no sélo conduce a su renovacién sino que ha impulsado tam-
bién la modificacién de su reglamento interior de cara a ganar eficacia en el
préximo periodo. El Tratado de Amsterdam ha supuesto la ampliacién de las
consultas obligatorias al Comité y su autonomia administrativa y presupuestaria
respecto al Comité Econdémico y Social, pero no ha aceptado las reformas mis
importantes que el propio Comité de las Regiones habia propuesto.

Convenios y colaboracién

Durante 1997 se ha mantenido sustancialmente el volumen de convenios rea-
lizados entre el Estado y las CCAA, aunque, como en afios anteriores, muchos
de ellos resultan «fotocopias» del mismo original concretados bilateralmente con
diferentes CCAA. Como se pone de relieve en el apartado correspondiente, el
64% de los convenios responde en realidad a 26 convenios-tipo repetidos con
varias CCAA. En total implican una financiacién aproximada de 116.000 millo-
nes de pesetas, y en muchos de ellos participan también corporaciones locales, e
incluso entidades privadas, especialmente en las materias de vivienda y turismo.

Quizis valga la pena destacar este afio los convenios suscritos entre el
Ministerio para las Administraciones Piblicas y diversas CCAA para la implan-
tacién de un sistema intercomunicado de registros entre la administracién gene-
ral del Estado, la administracién de las Comunidades respectivas y las adminis-
traciones locales, que permita el intercambio de informacién entre todas ellas y
facilite e integre los procedimientos administrativos en que intervienen.

El Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Educacidn, entre el Ministerio y las
7 CCAA que tenian transferida la educacién no universitaria, sobre el reconoci-
miento mutuo de las actividades de formacién del profesorado, resulta equipara-
ble a un Convenio de colaboracién y serfa por tanto el dnico supuesto de con-
venio multilateral, lo que merece subrayarse como una via a seguir en otras
muchas materias.

Sélo ha existido un convenio entre CCAA, el celebrado por Galicia y Asturias
en materia de movimiento pecuario y sanidad animal, destacando un afio mis el
escaso interés aparente de las CCAA en la colaboracién entre ellas, frente a la
préctica europea de abundante colaboracién horizontal. De todas maneras pare-
ce que van en aumento los acuerdos entre CCAA, con términos distintos al de
convenio —como protocolos, declaracién de intenciones e incluso contratos— y
que no se formalizan como auténticos convenios, como debiera ser de acuerdo
con el art. 145.2 CE, para evitar su sometimiento al control del Congreso y del
Senado o por «pereza» institucional. Parece que esta colaboracién informal
(«colaboracién clandestina» se denominé en Alemania a un fenémeno paralelo),
se esta produciendo en diferentes sectores como la comunicacién social (Madrid,
Castilla-La Mancha y Castilla y Ledn), programas informiticos (La Rioja con -
varias CCAA), incendios forestales y reparacién de carreteras propias (Madrid y
Castilla-La Mancha), sector hospitalario (Insalud-Navarra-La Rioja). Quizis
habri que comenzar a pensar en una reforma del art. 145.2 CE para que no apa-
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rezca s6lo como una norma de control del Estado sobre las CCAA y resulte mis
realista e incentivadora de la colaboracién horizontal.

Tanto en el apartado que estudia la normativa estatal, como en el dedicado a
los convenios se enumera una multitud de técnicas diversas de colaboracién,
eneralmente creando érganos mixtos y procedimientos participados, que reve-
%an una realidad también merecedora de una reflexién més profunda, pero en
todo caso mucho mis inclinada a la colaboracién de lo que suele pensarse.

Sobre la colaboracidn, tanto horizontal como vertical, cabria realizar algunas
reflexiones adicionales. La primera iria en el sentido de extenderla a algunos sec-
tores donde se ha manifestado su necesidad, como puede ser la resolucién de los

roblemas de los enclaves —que fue recomendada por una Ponencia del Senado en
ﬁl anterior legislatura— y de la sanidad, para resolver problemas en las CCAA que
son receptoras importantes de turismo o con centros hospitalarios de calidad,
que reciben pacientes de otras CCAA sin compensacién adecuada. En el proyec-
to de ley de Sanidad que prepara Andalucia se introduce expresamente la previ-
sién de convenios para abordar los problemas derivados de los desplazamientos.
Por otra parte, la doctrina del Tribunal Constitucional, aceptando que los efectos
extraterritoriales de ciertos dmbitos no trasladan la competencia al Estado (por
ejemplo, en parques naturales), deberia conducir a la realizacién de convenios
entre CCAA, o incluso de éstas con el Estado, en materias como carreteras, deno-
minaciones de origen y otras, para dar una respuesta eficaz al ejercicio de la com-
petencia. Por tltimo, en ciertos Planes Nacionales (Pymes, comercio interior,
turismo...) se excluye sistemiticamente a Navarra y al Pais Vasco, por su sistema
de financiacién, lo que no resulta coherente con la filosofia de la colaboracién.

En los dltimos afios se ha multiplicado la colaboracién transfronteriza y el
Tratado de Bayona y el Decreto del Gobierno sobre publicacién de los conve-
nios ha supuesto avances importantes en su regulacién, aunque aiin aparecen
dificultades muy concretas de gestidn y de personal, no resueltos por ausencia de
normas. El tema merece un tratamiento monogrifico, en este mismo volumen,
realizado por el profesor Lépez Ramén.

En cambio, los problemas surgidos en el irea de la proteccién civil, donde
destaca una nueva ley de Catalufia, no derivan tanto de E;.s normas como de las
pricticas administrativas poco flexibles cuando se trata de administraciones de
diferente orientacién politica. También debe subrayarse la importancia de los
acuerdos alcanzados entre el Ministerio de Medio Ambiente y las CCAA afecta-
das por los trasvases de agua, porque han logrado resolver todos los problemas
pendientes en los planes de cuenca; otra cosa es pensar que el Plan Hidrolégico
pueda avanzar sin contar en su aprobacién con la presencia mucho mis activa de
los gobiernos autonémicos.

Traspasos del Estado y presupuestos autonémicos
Los traspasos del estado a las CCAA han proseguido a buen ritmo durante el

afio, aunque el volumen general es inferior al realizado el afio anterior, que fue
muy importante. El gran paquete pendiente de traspaso es la ensefianza no uni-
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versitaria, que se estd retrasando en varias CCAA por divergencias respecto a la
valoracién de la transferencia. Unicamente se ha realizado el traspaso a las Islas
Baleares, pero légicamente se completard el préximo afio a todas las demis
CCAA, significando un crecimiento muy considerable del presupuestos y de la
administracién autonémicos. :

Contintia el traspaso del personal de Justicia a varias CCAA, que significa
siempre un volumen importante de medios y personal (en Andalucia han sido
5.500 funcionarios), generando frecuentemente reformas administrativas en la
CA receptora. El INEM se ha transferido a Catalufia, Galicia y Navarra y el
INSERSO a La Rioja. En cambio, el Gobierno vasco critica la forma en que se
propone el traspaso del INEM, porque, en su opinién, cierra el paso a un futu-
ro traspaso de politicas pasivas, que considera competencias de ejecucidn,
correspondientes a las CCAA, mientras que el Gobierno central entiende que tal

lanteamiento podria conducir, a medio plazo, a una ruptura de la caja tinica de
ﬁ Seguridad Social.

El volumen total de los presupuestos de las CCAA para 1997 ha llegado a la
cifra de 9,2 billones de pesetas, un 8,2% mis que el afio anterior. Entre otros fac-
tores, el aumento se explica por la asuncién de nuevos servicios traspasados, que

_significan incrementos importantes en Cantabria (32,5%), Islas Baleares
" (29,6%), Aragdn (25%) y La Rioja (14%), y por la incorporacién de fondos
europeos, especialmente en Murcia (33%) y Andalucia (13%). Pricticamente
todas las CCAA han tenido nuevos traspasos y por tanto aumentos presupues-
tarios, pero las cifras de las demis son mis moderadas. En términos de presu-
uestos por habitantes, continda la gran diferencia entre las de régimen foral y
ﬁts de régimen comin de nivel competencial equivalente. ‘

Los gastos de funcionamiento son importantes en las CCAA del 151, por el

eso de los servicios de sanidad y educacidn; en términos relativos los gastos de

Funcionamiento representan la mitad de los presupuestos del conjunto de estas
CCAA. En las demis se reducen pricticamente al 20-25%.

Instituciones y administraciones autonémicas

Sin elecciones, més que en Galicia, este afio ha supuesto una gran continuidad
de los Gobiernos autonémicos. Los cambios de Consejeros sélo se han produci-
do por iniciativa del propio Presidente, y en general han sido menores, como en
Catalufia. Algunas remodelaciones mis amplias del gobierno, como las realiza-
das en Castilla-La Mancha y la Comunidad Valenciana quizis se han hecho pen-
sando en afrontar en mejores condiciones las préximas elecciones, ya que esta-
mos en la mitad de la legislatura para la mayoria de las CCAA.

Desde el punto de vista de la gobernabilidad, destaca el caso de Navarra,
donde los acuerdos politicos del PSN con UPN han facilitado el funcionamien-
to del ejecutivo autonémico. En Extremadura la divisién de IU ha debilitado la
obstruccién parlamentaria al gobierno, y la divisién de IU también ha tenido
efectos en los Grupos Parlamentarios de otras CCAA (Navarra, Comunidad Va-
lenciana, etc.), aunque seguramente el caso extremo se ha producido en Canta-
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bria, donde el Grupo parlamentario como tal ha cambiado de denominacién al
abandonar Izquierda Unida.

En varias CCAA como, por ejemplo, Andalucia y Aragén ha tenido impor-
tancia el debate sobre el estado de la CA, pero en otras en cambio la existencia
de «debates monogrificos» a lo largo del aiio relativiza la trascendencia de aquél,
lo que resulta bastante 16gico. También se han reformado varios Reglamentos
parlamentarios; en Asturias, para introducir restricciones a los trinsfugas, y tam-
bién en Madrid, con otras varias novedades. En el Pais Vasco se ha tomado en
consideracién una iniciativa legislativa popular, que propone una Carta de
Derechos Socxales, lo que seguramente significa la primera experiencia de las
CCAA en esta via de la iniciativa legislativa.

En el 4mbito de las Administraciones, se observa una continuidad en la pre-
ocupacién por su mejora y modernizacién, que se refleja tanto en la introduc-
cién de medios alternativos a los recursos administrativos tradicionales (Co-
misién de Reclamaciones en Aragén para el ingreso minimo de insercién), como
en la coordinacién de registros administrativos (Galicia, Castilla y Ledn, La
Rioja, etc.), o de mejoras en la atencién a los ciudadanos, a través del desarrollo
de cartas de servicios o del establecimiento del niimero 1nico de urgencia.

Pero al mismo tiempo se contempla una fuerte resistencia de casi todas las
CCAA a'transferir o delegar competencias a los Ayuntamientos, como requiere
la propuesta de Pacto Local, y por el contrario un reforzamiento en la sustitu-
cién de la administracién perlferlca del Estado por la administracién periférica
de las CCAA, de forma que —como se ha dicho- la politica de «Administracién
unica» puede quedar reducida a la «ventanilla tinica».

La supletoriedad y otras doctrinas del Tribunal Constitucional

Las Sentencias del Tribunal Constitucional que afectan a la distribucién
de competencias siguen, en buena medida, las lineas fijadas en afios anteriores,
como es légico, aunque concreten o profundicen mis su contenido. Un buen
ejemplo es la Sentencia 61/1997, sobre la Ley del suelo, y espec1almente su doc-
trina sobre la supletoriedad, que tanta polémica ha levantado este afio. Su interés
ha llevado a incluir un trabajo monogrifico elaborado por el profesor Rafael
Goémez Ferrer.

Ciertamente la anulacién de muchos preceptos de la legislacién estatal del
suelo por la Sentencia constitucional, al no aceptar que la supletorledad )ustlfl-
cara su validez, introdujo problemas serios en muchas CCAA que carecian de
legislacién propia (Andalucia tenfa muchos planes de urbanismo pendientes y en
Cantabria se estaba tramitando el plan urbanistico de la capital), y ha forzado
en algunos casos a utilizar una mala técnica legislativa, la aprobacion urgente de
una ley de articulo dnico que asumia la legislacién anterior del Estado, cuando
en realidad ésta ya no existia y la norma autonémica deberia publicarse en su
integridad. Pero la Sentencia constitucional es coherente con la doctrina anterior
del Tribunal y con el desarrollo del Estado autonémico.
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La supletoriedad del Derecho estatal habia sido utilizada en los primeros afios
de las autonomias con gran profusién, porque la inexistencia de legislacién auto-
némica (o su imposibilidad en las CCAA que tenian un nivel competencial infe-
rior) aconsejaban acudir a las normas estatales bien para sustituir la ausencia de
las equivalentes autonémicas, bien para conservar la legislacién que, ain inva-
diendo las competencias de las CCAA con mayor nivel competencial, resultaban
legitimas en todas las demds. La invasién competencial del Estado no producia,
como hubiera sido 16gico, la nulidad de la norma sino su mantenimiento para la
aplicacién directa en las CCAA sin competencias en la materia y su aplicacién
supletoria en las CCAA que si tenfan la competencia. En definitiva, el Estado
podia legislar siempre, y si la materia era competencia autonémica, aquella legis-
lacién tendria sélo efecto supletorio. En esta primera fase, la supletoriedad se
fundamenté en la consideracién del ordenamiento estatal como un derecho
general o comiin, completo, frente a los ordenamientos autonémicos, que serian
fragmentarios e incompletos.

Pero en los dltimos afios, a2 medida que las CCAA ampliaban su ordena-
miento, por su actividad legislativa y por su aumiento de competencias, el
Tribunal Constitucional habia seguido una linea claramente progresiva, y por
tanto muy prudente, de reducir los efectos de la cldusula de supletoriedad a la
dimensién propia de un Estado compuesto. Semejante orientacién se inicié en
la STC 147/1991, que niega a la cliusula residual el caricter de titulo competen-
cial. Tras la ampliacién de competencias a las CCAA, la STC 118/1996 da un
paso més indicando que ni siquiera cuando el Estado posee algiin titulo compe-
tencial en la materia, por tratarse de una competencia compartida, puede dictar
normas que no correspondan a sus competencias alegando que poseen sélo valor
supletorio. En la STC 61/1997, de este afio, se repite que las normas dictadas por
el Estado con fines de aplicacién supletoria resultan viciadas de incompetencia y
por tanto nulas, también cuando se aprueben para reformar anterior derecho
estatal sobre materias que ahora corresponden a las CCAA.

Por tanto, el gran debate suscitado por esta Sentencia deriva tanto de sus efec-
tos précticos, al abrir una laguna importante en el derecho urbanistico, siempre
necesitado de una normativa precisa, como de la novedad de una doctrina que se
ha ido construyendo paulatinamente pero aparece ahora con toda rotundidad.
En el primer aspecto, se han podido resolver la mayoria de problemas, bien por-
que ya existia o estaba a punto de aprobarse una ley autonémica de urbanismo
(Catalufia, Navarra, Galicia, Comunidad Valenciana, Aragén) o porque se ha
elaborado enseguida, para dar una solucién mis o menos provisional a la laguna
juridica en las demis CCAA. La experiencia supone una llamada de atencién
para que las CCAA vigilen los sectores juridicos que pueden presentar deficien-
cias semejantes. En el segundo aspecto, el doctrinal, la evolucién de la jurispru-
dencia del TC resulta coherente y realista, porque ha ido respondiendo a la
transformacién del Estado desde una estructura unitaria del ordenamiento a una
estructura compuesta, donde las normas autonémicas cubren todas las compe-
tencias correspondientes y las normas del Estado se reducen a su propio dmbito,
actuando supletoriamente cuando efectivamente existe una laguna legal.

Por otra parte, en 1997 ha crecido notablemente el ndmero de conflictos de
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competencias (en sentido amplio) entre el Estado y las CCAA, tanto por
oposicién de varias CCAA a las leyes que articularon la modificacién de la
financiacién, en total 15 recursos de inconstitucionalidad (incluyendo los pre-
sentados contra el Decreto-ley 7/1997 que aprueba los porcentajes de participa-
cién de las CCAA en los ingresos del Estado para el quinquenio 1997-2001),
como por el aumento en los conflictos en sentido estricto. En total se han plan-
_teado 53 nuevos conflictos, frente a los 22 de 1996.

Una vez mis debemos llamar la atencién sobre el extraordinario retraso del
Tribunal Constitucional en la resolucién de estos problemas. La demora media
de las Sentencias pronunciadas en 1997 para resolver controversias competencia-
les es de siete afios y medio (!) y la Sentencia 61/1997, de tan importantes efec-
tos pricticos, recafa sobre una ley aprobada en 1990, tres legislaturas antes(!). Si
el Tribunal Constitucional es la principal garantia de la supremacia de la
Constitucién, habri que afiadir que lo realiza con notable parsimonia. La dure-
za de este juicio no proviene s6lo del retraso progresivo de las actuaciones del
TC sino, principalmente, de la falta de perspectivas para su solucién y de la con-
formidad en que se ha instalado. En la STC 206/1997, el voto particular formu-
lado por el Magistrado Pedro Cruz Villalén, al que se adhiere el Magistrado
Carles Viver Pi-Sunyer, comienza asi:

«A la Sentencia que antecede le cabe el dudoso honor de ser la primera
que dicta este Tribunal transcurridos diez afios desde la interposicién del corres-
pondiente recurso, constindonos ya que no va a ser la tnica. Este no es, en puri-
dad, un motivo de discrepancia, que no puede serlo, pero si un motivo de seria
preocupacién. La garantia jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes, en
definitiva la fuerza normativa de la Constitucién, se ve sin duda afectada cuando
el dnico Tribunal con facultad para declarar la nulidad de una ley debe emplear
diez afios en la tarea.»

La financiacién autonémica

Este afio se han producido varias novedades de relieve, como la aprobacién
de la financiacién de los servicios de sanidad para el periodo 1998-2001 y la
modificacién del Concierto Econémico con el Pais Vasco y la aprobacién de
Cupo para el quinquenio 1997-2001; también se ha negociado el Convenio eco-
némico de Navarra entre los ejecutivos, aunque su tramitacién como ley se
encuentra atin en las Cortes. Junto a ellas, se esperaban los efectos derivados de
la reforma general de la financiacién del afio pasado.

En sanidad se mantiene la distincién entre las 7 CCAA que han asumido la
competencia y los servicios, que cubren al 60% de la poblacién total, y las
10 CCAA que carecen de esta competencia, gestionada por tanto en su territo-
rio por la Administracién central. Caracteres permanentes de este 4mbito son
tanto el enorme volumen econémico que significa como los desequilibrios finan-
cieros y la insuficiencia crénica de la financiacién, tanto en el INSALUD gestio-
nado centralizadamente como en las CCAA con los servicios sanitarios transfe-
ridos. En éstas, la financiacidn, prevista genéricamente en la Ley de Sanidad de
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1986, ha seguido la via de las transferencias condicionadas, que no resulta la més
adecuada ni desde el punto de vista de la autonomia ni de la eficiencia.

Los Acuerdos del Consejo de Politica Fiscal y Financiera que sustentan la
reforma de 1997 se proponen garantizar la suficiencia de partida en 1998, man-
tener el cumplimiento cﬁa programas especificos, asegurar la suficiencia financie-
ra a lo largo del cuatrienio y adoptar medidas para evitar los consumos innece-
sarios. Se mantienen los elementos esenciales del modelo anterior (la base para el
reparto de los recursos sigue siendo la poblacién protegida en cada territorio,
contabilizada segiin el Padrén de 1996, y la actualizacién del presupuesto anual
seguird la evolucién del PIB nominal), pero se introducen algunas novedades
como la atencidn especial a los territorios que han perdido poblacién, a las acti-
vidades docentes de formacién de especialistas y a los servicios sanitarios a
pacientes desplazados. Se prevé también obtener nuevos recursos de la lucha
contra el fraude y de la racionalizacién del gasto en productos farmacéuticos. A
fuer de sinceros, hemos de reconocer que el acuerdo financiero sobre la sanidad
ha sido posible porque nadie ha salido perdiendo, como se deriva del anilisis rea-
lizado en el estudio monogrifico de ﬁ)s profesores Jestis Ruiz Huerta y Julio
Lépez Laborda.

Las leyes 37 y 38/1997 aprueban respectivamente la metodologia para deter-
minacién del Cupo del Pais Vasco para el quinquenio 1997-2001 y la modifica-
cién y ampliacién del Concierto Econémico con el Pais Vasco. En este destaca la
conversién de los impuestos especiales, hasta ahora recaudados por el Estado, en
impuestos concertados, que pasan a ser gestionados e ingresados por las Dipu-
taciones forales. También se amplian sus competencias en otros tributos, como
el IRPF, el Impuesto sobre el Patrimonio y el Impuesto sobre Sociedades. Se
modifica igualmente la redaccién de las normas de armonizacién que vinculan a
todos los impuestos concertados, aunque atin es pronto para ver si se trata de una
reduccién normativa que amplia el margen de maniobra de los Territorios fora-
le%s o de una simplificacién de las normas que no modifica sustancialmente sus
efectos.

Siete de las CCAA del sistema LOFCA han hecho uso de la capacidad nor-
mativa en materia de tributos cedidos que introdujo la reforma de la financiacién
de 1996. Castilla y Ledn, Islas Baleares, La Rioja, Madrid y Murcia han recurri-
do a sus leyes de acompafiamiento para incluir diversas normas en este dmbito;
Catalufia ha utilizado la Ley de presupuestos y la Comunidad Valenciana ha
aprobado una ley especifica. Un rasgo comin a f; regulacién de las siete CCAA
es que todas ellas han actuado sobre el IRPF, aunque exclusivamente mediante la
modificacién o el establecimiento de deducciones. Las deducciones elegidas en
cada Comunidad son diversas: en algunas afectan al nacimiento de hijos durante
el periodo impositivo, en otras casos se refieren a las personas mayores, desta-
cando también las relativas a la adquisicién o rehabilitacién de vivienda y a las
donaciones para la conservacién del patrimonio cultural de la Comunidad.

Cataluiia, la Comunidad Valenciana y las Islas Baleares han introducido tam-
bién determinadas reducciones en la base imponible del Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones, mientras que en el Impuesto sobre Transmisiones Pa-
trimoniales y Actos Juridicos Documentados las actuaciones normativas han
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oscilado entre el establecimiento de determinadas reducciones (Comunidad
Valenciana, Islas Baleares y Murcia) y el incremento del tipo de gravamen en la
transmisién de inmuebles y cesién de derechos reales sobre los mismos, salvo los
de garantia (Catalufia y Murcia). También se han introducido determinadas
modificaciones en la tributacién sobre el juego (Castilla y Leén, Comunidad
Valenciana, La Rioja y Murcia). En el dmbito de las Comunidades de régimen
foral cabe destacar la Ley Navarra de modificacién parcial de los impuestos so-
bre la Renta de las Personas Fisicas, sobre el Patrimonio, sobre Sociedades y
sobre Sucesiones.

Por lo demds, ha continuado el proceso de adaptacién de las leyes de Tasas y
Precios Piiblicos autonémicas a la doctrina derivada de la Sentencia del Tribunal
Constitucional 185/1995, con la aprobacién de diversas leyes generales, a las que
hay que afiadir las leyes singulares relativas a la tasa por inspeccién y control
sanitario de carnes frescas y otros productos de origen animal, en cumplimiento
de la normativa europea. Por tdltimo, y en lo que a la imposicién nueva se refie-
re, cabe destacar la aprobacién de un canon :{le saneamiento por la Comunidad
de Cf‘;ragén y de la ecotasa de la Comunidad de Extremadura, que ha sido recu-
rrida.

Ha continuado la polémica sobre los efectos a medio plazo que producird la
reforma de financiacién del afio pasado, y en particular sobre la generacién de
una mayor distancia entre las CCAA ricas y pobres, pero los primeros anélisis
permiten intuir que los resultados mejores o peores no dependen del nivel de
renta de las CCAA sino mis bien de su incremento en el dltimo afio, de forma
que las diferencias de ingresos serdin muy moderados, mucho mis de lo que se
habfa anunciado. Desgraciadamente serd muy dificil obtener conclusiones mds
objetivas porque en la mayoria de los presupuestos autonémicos no figuran des-
doblados los ingresos por IRPF correspondientes al tramo autonémico y los
correspondientes a la participacidn en las cuotas liquidas del mismo.

Sigue sin avanzarse en la determinacién de las vias para realizar el mandato
del art. 158.2 CE que pretende garantizar un nivel minimo en la prestacién de los
servicios piblicos fundamentales en todo el territorio. Cada vez que se produce
una reforma de la financiacién autonémica, diversos sectores aluden a este pre-
cepto para exigir una mejor determinacién de la solidaridad, pero una ver reali-
zada la reforma cae un manto de olvido que ha conducido a que veinte afios des-
pués de aprobarse la Constitucién aiin no sepamos en qué puede concretarse el
mandato constitucional.

Ejercicio de las competencias y legislacién de las CCAA

Ya se ha indicado la fuerte actividad normativa que han desarrollado casi
todas las CCAA durante 1997. En ocasiones se trata de una primera legislacién
sobre las nuevas competencias asumidas por las CCAA del 143 a través de la Ley
Orgénica 9/1992 y de la reforma de los Estatutos de 1994. En otras ocasiones las
leyes reforman normas anteriores, bien por la superior experiencia sobre los sec-
tores que gobiernan desde hace afios (por ejemplo la ley de turismo de las Islas
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Baleares), bien por las posibilidades de diferente orientacién que han introduci-
do las leyes del Estado (la ley catalana de equipamientos comerciales plantea un
plan territorial amparada en la ley del Estado 7/1996 de ordenacién del comer-
cio minorista), o bien por la voluntad politica de reorientar la normativa exis-
tente (ley canaria 11/1997 de regulacidn del sector eléctrico), que con mayor o
menor grado puede predicarse de casi todas las leyes.

Normativa mds generalizada

Se observa un esfuerzo de las CCAA por impulsar el desarrollo econémico y
social, frecuentemente a través de la firma o renovacién de pactos por el empleo
(Andaluc1a, Madrid), que incluyen a los diferentes agentes econdémico-sociales
junto a las instituciones. Posee una especial relevancia, por la gravedad de la cri-
sis que atraviesa el sector, el Acuerdo sobre el carbén, promocionado por
Castilla y Leén. También continda, con normas muy diversas, el desarrollo del
turismo Y, especialmente, del turismo rural (Aragén, Navarra, Pais Vasco, entre
otras).

En el ejercicio de competencias de caricter social, sigue la aprobacién de leyes
de proteccidn a los menores, de 4mbito mds o menos amplio, a veces regulando
instituciones de acogimiento y adopcidn, también internacional (Catalufia, Islas
Baleares, Madrid, Aragén, La Rioja, Canarias).

Son muchas las CCAA que han dictado normas de diferente rango sobre pro-
teccién a la vivienda (Extremadura, Madrid, Galicia, Catalufia, Navarra, Pais
Vasco, Asturias, Galicia), ademds de las medidas fiscales incentivadoras que ya se
han citado.

En materia de drogodependencias se han aprobado algunas leyes generales,
por ejemplo en Cantabria, Andalucia y la Comunidad Valenciana (las dltimas
con medidas contra la propaganda licores, que ha suscitado algunas reacciones de
empresas afectadas de la CA). Como otras CCAA, aunque quizis con caricter
mds general, Extremadura ha aprobado una ley de promocién de la accesibilidad
para eliminar barreras a los discapacitados (también Galicia y el Pais Vasco) y la
Comunidad Valenciana ha reformado notablemente la ley de Servicios Sociales.

Destaca la gran actividad normativa de las CCAA respecto a la denominada
administracién corporativa. Asi se han aprobado nuevas leyes de Colegios
Profesionales en Castilla y Leén, Comunidad Valenciana y Madrid, y se encuen-
tra en trimite parlamentario en Arag6n; también se han dictado reglamentos en
Andalucia y Galicia. Ademds hay numerosas leyes de creacién singular de un
Colegio Profesional. También las Cidmaras Oficiales han sido objeto de legisla-
cién, estimulada tanto por la ley bésica de Cimaras de Comercio de 1993 como
por la proximidad de procesos electorales en diferentes Cadmaras. En las Cimaras
Agrarias s observa una clara tendencia a su reconversién en Srganos de colabo-
racién y consulta de la propia CA (Asturias, Murcia, La Rioja), con la extincién
de las anteriores Cdmaras agrarias locales.

En la administracién consultiva de las CCAA continda la extensiéon de
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Consejos Econdmico-sociales (La Rioja, Catalufia, Castilla-La Mancha), y
de Consejos Consultivos, que pronto existirdn en todas las CCAA.

Dentro de este primer apartado quizds quepa destacar algunas leyes por su
cardcter de regulacién general de un sector, como seria la ley gallega sobre admi-
nistracién local, la ley navarra sobre educacién infantil y primaria, y la ley cata-
lana sobre proteccién civil; el Pais Vasco y Navarra han incorporado, como
Madrid el afio pasado, una regulacién general de las subvenciones. En otro
plano, la técnica del «peaje en la sombra» se ha aplicado en la Ley 4/1997 de
Murcia para la contratacion y explotacién de carreteras.

Innovaciones legislativas novedosas, que abren nuevas perspectivas o requieren
alguna reflexién

La ley aragonesa de parques culturales, donde se combina la proteccién del
medio, del patrimonio ﬁistérico-artfstico y la promocién de la cultura puede
abrir una via de interés generalizable. También la ley de Navarra que aprueba la
Carta de capitalidad, para solucionar problemas entre la CA y el Ayuntamiento
de la capital, estableciendo una financiacién mdis adecuada, puede sugerir nuevas
regulaciones. - :

Varias CCAA han aprobado leyes en materia de investigacidn cientifica y tec-
nolégica (Comunidad Valenciana, Islas Baleares, Pais Vasco, Navarra), lo que
puede merecer una reflexién sobre las insuficiencias de la regulacién contenida
en la ley estatal 13/1986 sobre el Fomento y Coordinacién de la investigacién
cientifica y técnica, especialmente a la vista de su funcionamiento y de los gran-
des recursos que requiere este sector, llamado a ser presidido por una auténtica
y eficaz coorginacién.

Desde hace algiin tiempo se observa ya con atencién los efectos que puede
alcanzar el desarrollo de las telecomunicaciones en las CCAA, dmbito en el que
puede estudiarse especialmente la experiencia primera del Pais Vasco. En
Catalufia se ha puesto en marcha el Consejo Audiovisual, que seguramente ser4
una via de avance en el control de contenidos de la televisién, vista la escasa satis-
faccién que genera el actual sistema de control parlamentario.

Pero donde se han producido ya algunas decisiones importantes, que mere-
cerfan una reflexién mds amplia, es en el régimen de las Cajas de Ahorros.
Ciertamente las Cajas gestionan recursos cuantiosos, y por su propia naturaleza
han de tener en cuenta los intereses de la sociedad en la que actian, de manera
que parece razonable algiin tipo de influencia de la CA sobre su orientacién. El
problema estriba en decidir cuiles es la forma mds idénea para conseguirlo. La
Comunidad Valenciana, entre otras, ha legislado sobre la composicién de los 6r-
ganos de gobierno de las Cajas para que a través de ellos se retleje, al menos par-
cialmente, su orientacién; el gobierno de Castilla-La Mancha sostiene un pulso
con algunas entidades locales respecto a la composicién de los 6rganos; y el
gobierno de Castilla y Leén ha alcanzado un acuerdo con la mayoria de las Cajas
de la Comunidad, que ha levantado alguna protesta de la Confederacién de
Cajas. En otras CCAA, diferentes tipos de acuerdos «politicos» aspiran a conse-
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guir que a medio o largo Flazo las Cajas participen en financiacién de programas
autonémicos, por ejemplo mediante la obra social. Si el objetivo es razonable
¢cudl es la via mis democritica y eficaz?

Otro problema que requiere mejores soluciones juridicas reside en la existen-
cia de dmbitos socio-sanitarios, a medio camino entre la sanidad y la asistencia
social (como los centros para minusvilidos o la tercera edad), de creciente
importancia social y que precisan importantes recursos financieros. Ni funcio-
nan bien como servicios piiblicos, ni pueden quedar totalmente en manos priva-
das. ¢No habria que ir a {6rmulas semejantes a los conciertos educativos? Por
otra parte, cuando una CA atribuye a una organizacién humanitaria (una orden
religiosa, una ONG) la gestién de un servicio social (una residencia, un hospital)
se encuentra con un problema elemental: no puede utilizar el convenio, porque
es una figura reservada a los objetos no susceptibles de contrato administrativo,
pero tampoco el contrato es adecuado por las condiciones que supone, dificiles
de cumplir para asociaciones como las citadas.

Normativa de elaboracion mas urgente

La creciente correccidn en el desarrollo del Estado autonémico esta condu-
ciendo a una progresiva sustitucién de la legislacién estatal del pasado por la
nueva legislacién de las CCAA. Tras la experiencia de la STC 61/1997, en que
la mayoria de CCAA se encontré sin legislacién estatal que aplicar en el campo
del urbanismo y al mismo tiempo sin haber desarrollado 125 normas que le
correspondian, quizis resulte 1til pensar sistemdticamente en competencias poco
atendidas por las CCAA y que sin embargo podrian resultar necesarias a corto
o medio plazo; dicho brevemente, en aquellas materias en las que resulta mis
urgente legislar, bien sea porque adn no se ha hecho, o bien sea porque la apro-
bacién de una nueva ley de las Cortes, de una norma comunitaria, o los efectos
de una Sentencia obligan a la CCAA a cambiar la normativa.

Uno de estos dmbitos podria ser el procedimiento de elaboracién de los regla-
mentos y, en general, de las disposiciones administrativas. Hay varias CCAA que
carecen de norma que fije ese procedimiento y que hasta el presente aplicaban
supletoriamente la Ley del Procedimiento Administrativo estatal, pero ésta ha
sido derogada por la Ley del Gobierno que, en cambio, esta dirigida sélo a la
administracién central. Por otra parte, hay que tener en cuenta que el art. 105.a)
de la Constitucién obliga a introducir la audiencia de los interesados en la ela-
boracién de las disposiciones generales.

Otras disposiciones de las CCAA pueden ser convenientes, si no se han
adoptado ya, como consecuencia de la aprobacién de algunas leyes estatales
como la Asistencia Juridica gratuita, por Ley 1/1996 (existe una ley gallega de
1997), la regulacién de las escuelas infantiles y educacién especial, derivada de la
Ley Organica 9/1995 de participacién en la evaluacién y gobierno de centros
escolares (en 1997 hay leyes de Navarra y del Pais Vasco), y la mediacién en
seguros privados. :
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Los problemas de técnica juridica

Periédicamente nos ocupamos de algunos problemas de técnica juridica que
ensombrecen el desarrollo de los ordenamientos juridicos autonémicos. El afio
pasado tratamos con cierta atencién la aparicién de «leyes de acompaiiamiento»
a la ley de Presupuestos, que a imitacién del Estado, se estaban aprobando en
varias CCAA, y advertiamos sobre los problemas que supone la modificacién
en una sola ley de normas contenidas anteriormente en varias (a veces decenas)
de leyes sustantivas diferentes. Coincidiendo con las criticas de buena parte de la
doctrina y de algunos érganos consultivos, en particular el Consejo Econémico
Social, no criticibamos en si misma la técnica de la ley de acompafiamiento sino
los excesos que a menudo conlleva. En 1997 otras cuatro CCAA, ademis de la
seis anteriores, han acudido a la ley de acompafiamiento a los Presupuestos para
reformar una serie de normas sustantivas y, a riesgo de que en el futuro adn pro-
liferen mds, debemos insistir en prevenir contra los excesos de esta técnica.

Por otra parte, cada afio suelen producirse multiples problemas de técnica
legislativa que, uno por uno, pueden parecer menores pero cuya suma deteriora
la calidad del sistema juridico. En ocasiones parece que los Grupos parlamenta-
rios estén tan preocupados por alcanzar un acuerdo sobre el proyecto o propo-
sicién de ley que una vez conseguido se despreocupan casi totalmente de la
redaccidn final de la ley. Los problemas aumentan, y no sélo son técnicos, cuando
tras el acuerdo se recurre al procedimiento de lectura vinica para su aprobacién.
La gravedad del defecto técnico atin puede ser superior cuando la aprobacién de
una enmienda resulta frontalmente contraria a la 1égica del conjunto normativo
(este afio una ley autondmica aprobada por el Parlamento con una enmienda de
este tipo no ha sido publicada por las incoherencias internas que contiene), o
cuando una ley es fruto de la copia de la existente en otra CA pero con la modi-
ficacién de algunos aspectos que inadvertidamente deshacen su coherencia (este
afio, pero no es la primera vez, una ley autonémica crea un érgano de 5 miem-
bros.que, dice, se renovardn por mitades).

Probablemente la mejor solucién a estos problemas fuera la creacién, en el
seno del procedimiento legislativo, de una fase expresa de correccién técnica de
las leyes, previendo incluso un érgano con la presencia de Letrados parlamenta-
rios o de juristas expertos en la materia que, sin intervenir en la decisién sobre el
contenido final de la norma, sefialaran las incoherencias y los defectos para que
la Cdmara decidiera. Las previsiones que existen en la mayoria de reglamentos
parlamentarios para que el proyecto pueda volver a Comisién cuando en su
redaccién final se observaran incoherencias en su contenido estin resultando
insuficientes, justamente porque nadie repara en las incoherencias.

Pero en las CCAA también aparecen técnicas muy positivas que merecen ser
difundidas. En afios anteriores nos referimos a la novedad que representa el
recurso frecuente a la planificacién en la Comunidad de Madrid, y mis arriba
hemos elogiado la regulacién sistemitica de las subvenciones realizadas por
Navarra y el Pafs Vasco. Entre otras técnicas positivas, que seguramente se nos
escapan, vale la pena mencionar la aprobacién en Navarra de un texto refundido
con todas las politicas de ayuda a la vivienda.
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La actividad del Senado y el estudio de la reforma constitucional

Dentro de una sustancial continuidad en las relaciones entre los Grupos par-
lamentarios de la Cimara, se ha producido un gran incremento de actividad
parlamentaria, tanto legislativa como de control, con un desarrollo novedoso de
la dltima en las Comisiones. Baste sefialar que frente a 6 proyectos y 2 proposi-
ciones de ley que fueron estudiados el afio anterior, en el presente se han trami-
tado 58 proyectos y 12 proposiciones de ley.

En la Comisién General de las Comunidades Auténomas se realizé un nuevo
debate del Estado de las Autonomias, en marzo, que duré tres dias y mostré
algin sintoma de que su utilidad no es proporcional al esfuerzo que requiere.
Entre otras sesiones convocadas a peticion de las CCAA destacaron las realiza-
das por el Secretario de Estado para las Administraciones Territoriales Jorge
Fernidndez Diaz.

Se ha creado una nueva Ponencia para estudiar la conveniencia de crear algu- |
na técnica para la evaluacién de las necesidades de informacién econémico-
financiera de caricter territorial del Senado. La mejora de los métodos de eva-
luacién econémico-financiera por el Senado parecia aconsejable ya antes, por el
control y seguimiento que corresponde a la Cimara sobre los proyectos de
inversién del Fondo de Compensacién Interterritorial, para valorar su efecto en
la correccién de los desequilibrios territoriales, pero aquella necesidad se ha visto
incrementada por la informacién que deben remitir Jas CCAA sobre el ejercicio
de las potestades normativas concedidas por las leyes de los impuestos cedidos
por el Estado, y, mds en general, por la conveniencia de disponer de instrumen-
tos dgiles y objetivos para debatir con eficacia sobre la financiacién de las

CCAA.

Ha continuado la actividad de la Ponencia creada en la Comisién especial para
el estudio de la reforma constitucional del Senado, que ha estudiado sobre todo
las funciones de un futuro Senado centrado en los problemas de las CCAA, el
posible reflejo que alcance en la Cdmara el hecho diferencial de algunas CCAA
v, l6gicamente, Ja futura composicién de la Cimara. Como no existen, o no han
sido publicados, textos concretos y sélo se conocen comentarios parciales trans-
mitidos por la prensa resulta de una prudencia elemental omitir una opinién,
pero la importancia del asunto requiere al mismo tiempo un alguna reflexién.

Con todo el respeto al correcto funcionamiento del Senado actual en las fun-
ciones que tiene encomendadas, y en concreto a la actividad de los Senadores, la
decisién de abordar el estudio de la reforma constitucional del Senado, arranca de
una decisién de la propia Cdmara adoptada tras el debate general sobre el Estado
de las Autonomias, en el otofio de 1994. Pronto hari por lo tanto cuatro afios
que se ha iniciado el estudio sin que la opinién piblica conozca todavia ningtin
resultado concreto. Hemos dicho en otras ocasiones que la discreccién resulta a
veces positiva para alcanzar el consenso, pero un retraso excesivo puede resultar
peligroso para el propio proyecto.

Una reforma de este calibre, que se estudia ademds durante tanto tiempo, no
puede consistir en algunas modificaciones menores, porque resultarfa ineficaz.
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Tanto en las funciones futuras de la Cdmara como en la composicién deben
alcanzarse los cambios necesarios para que el Senado resulte una auténtica
Cimara autonémica. Desde esta preocupacién, sin duda compartida por la ma-
yoria de los Grupos parlamentarios, cabe plantearse si los ejes de la reforma no
deben ser debatidos también por otras instancias, por supuesto el Congreso y el
Gobierno, pero también las propias CCAA que son las primeras interesadas en
el futuro Senado. Somos testigos privilegiados del aumento de poder alcanzado
por todas las CCAA durante estos dltimos afios, pero también de la ausencia de
una instancia central que represente y permita la participacién de las CCAA en
la adopcién de las decisiones méds importantes del Estado, como supone, por
ejempl%, el Bundesrat alemdn. Cubrir este vacio es el objetivo por el que se puso
en marcha el estudio de la reforma del Senado en 1994, tras el debate realizado
en la Comisién General de las Comunidades Auténomas del propio Senado.



